LEGISLATURA DEL CONGRESO
EXPOSICION DE MOTIVOS

INICIATIVA PRESENTADA POR EL C. GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

CON FECHA:    DE 1977

DECRETO: 9780

CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO

CIUDADANOS DIPUTADOS:


A la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos fue turnada la Iniciativa del ciudadano Gobernador Constitucional del Estado por medio de la cual promueve la reforma a los Artículos 9, 21 y 37 de la Constitución Política del Estado de Jalisco. 


Expresa el citado funcionario como fundamento de su iniciativa que la única forma de dar estabilidad a una sociedad plural consiste en estructurar la representación política proporcional y esto ha quedado incorporado ya a nuestra Constitución Federal. Este nuevo avance de nuestra Revolución hace posible que los criterios del disenso pesen en las decisiones de la mayoría aunque sin perder el principio mayoritario en los Organos del Estado.

Agrega que la fortaleza de nuestras Instituciones no solo permite sino que garantiza las voces de la disidencia y ahora mediante la reforma constitucional que se remite se pretende dar vida a esas voces. 


Cita el  ciudadano Gobernador la doctrina de Juárez en la que se expresa que “La liza electoral es campo abierto a todas la opiniones políticas, en el terreno en que, sin trastornos ni perturbaciones, pueden combatir todas las ideas y a él deben descender todos los partidos que tengan fe en sus teorías y en el buen sentido del pueblo, única fuente pura de poder y de la autoridad, Los que no acepten esta lucha pacífica y recurren a medios reprobados, serán conspiradores y traidores y se estrellarán ante ese mismo pueblo, que con adhesión y cordura desea la paz interior, y ha hecho triunfar el principio de la estricta legalidad.”


Por ello, dice el Ejecutivo, debemos abrir cauce a las expresiones de quienes no constituyendo la mayoría decisoria del pueblo mexicano, acepten participar pacífica y legalmente en el proceso político, ventilando sus aspiraciones, midiendo sus fuerzas en el ejercicio del voto popular, otorgándoles tangible posibilidad de representación en el poder legislativo estatal, así como en los cabildos municipales, sin que por ello se abandone o desvirtúe el principio mayoritario que es la esencia del proceso democrático.


Acorde con la Reforma Política, el Ejecutivo propone la adopción de un sistema en  que estén presentes todas las tendencias políticas de la República en el Estado, sin desplazar el Gobierno de las mayorías que corresponde al régimen democrático y lograr con este sistema hacer posible que el modo de pensar de las minorías pese en las decisiones mayoritarias.


Como antecedentes de la iniciativa el ciudadano Gobernador del Estado menciona el texto del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que establece que de acuerdo con la legislación que se expida en cada una de las Entidades Federativas, se  introducirá al sistema de diputados de minoría en la elección de las legislaturas locales y el principio de representación proporcional en la elección de los Ayuntamientos de los Municipios cuya población sea de 300,000 o más habitantes.


Razona el Ejecutivo que es de observarse que la Reforma Constitucional Federal no establece límites precisos para determinar el número de diputados o munícipes ni las bases o fórmulas para su elección, dejándose  al buen criterio de los gobiernos locales, a través de los ciudadanos disputados, el determinar el número de representantes, en forma tal que sus ideas sean sentidas, pesadas, evaluadas debidamente por las mayorías con que se conjugan.


Con la reforma, añade el Ejecutivo, sin duda alguna se creará el instrumento adecuado para que las minorías ejerzan sus derechos al máximo de sus posibilidades.


En otro orden de ideas, el ciudadano Gobernador del Estado estima que es conveniente introducir una adición al artículo 21 de la Constitución Local, para precisar el alcance de la intervención del Congreso Estatal en la emisión del voto del Poder Legislativo Local en  relación con las reformas a la Constitución General de la República, para que quede bien claro que es una atribución propia del Congreso que no está sujeta a promulgación del Ejecutivo o a observaciones o veto del mismo, pues ese voto debe ser la expresa autorización de la soberanía legislativa, y una vez emitido debe ser comunicado a los órganos del Congreso Federal para la continuación del proceso de las reformas constitucionales.


Como diverso antecedente de la iniciativa se menciona que el artículo primero de los transitorios del decreto que modificó los artículos 51, 52, 53 y 54 de la Constitución Política del país,  establece que dentro de los seis meses posteriores a la entrada en vigor del presente decreto, los Estados de la Federación iniciarán las reformas constitucionales necesarias para adoptar lo establecido en el artículo 115, último párrafo, de la Constitución General de la República”.


Concluye el Ejecutivo manifestando que en el Estado de Jalisco deben iniciarse las reformas constitucionales a más tardar en el mes de junio del presente año, y por tanto la Iniciativa  quedó formulada en tiempo. 


La Comisión que suscribe abunda en las opiniones y pareceres del Ejecutivo del Estado.


Con todo, fue preciso escuchar en audiencias públicas, atentamente, las opiniones de todos los partidos y sectores interesados, para tener una información lo más completa posible acerca del sentir de la ciudadanía en relación con las reformas referentes a esta materia.


En las opiniones  vertidas se aspira a la disminución del número de votos que diera derecho a cualquiera agrupación política a ser representada en el Congreso por un Diputado de Partido; otras opiniones  señalan la conveniencia de establecer un sistema de representación proporcional simple, eliminando el sistema de mayorías. Otras más, que se elimine el registro local de los partidos con registro nacional.

 La Comisión que suscribe, haciéndose cargo de los razonamientos aducidos por los Partidos que fueron oídos en consulta, ha considerado conveniente que se adopte el porcentaje mínimo de 3.5 %  para aspirar a un Diputado de Partido, pues aun cuando la participación de sufragios por cada candidato sería realmente modesta en el casi del 5 %, pues en  una votación estimada de 1’000,000 sufragios, los candidatos necesitarían obtener por promedio 2,599 votos, en cambio, con la participación del 3.5 % como requisito mínimo bajaría esa participación individual, a  1,750 votos. Cree con ello la Comisión dar mayor oportunidad a los Partidos minoritarios para hacer tangible la aspiración de hacer oír sus principios y razones en la legislatura del Estado a través de sus representantes de Partido.

Cabe observar también que consecuente con la fijación de un nuevo porcentaje, habría de reducirse el de 12 % para aspirar a dos Diputados de Partido, para lo cual el porcentaje sería de 9 %. Mayor representatividad debe requerir obviamente una mayor captación de sufragios que refleje más arraigo popular.


Por cuanto a la eliminación del requisito de registro local, la Comisión estima que dentro de la soberanía del Estado es admisible ese registro, como medio de control y verificación.

Otras observaciones de los partidos que opinaron aluden a que debiera aumentarse el número de Diputados sobre los 20 de mayoría y los 6 de Partido que señala la Iniciativa. Al respecto podemos ofrecer estas observaciones: el Artículo 115 Constitucional establece que el número de representaciones en las Legislaturas de los Estados no podrá ser menor de 7 Diputados en los Estados cuya población no llegue a 400,000 habitantes, de 9 en aquellos cuya población  exceda de este número y no llegue a 800,000 habitantes, y de 11 en los Estados cuya población  sea superior a esta última cifra. Excediendo en Jalisco el número de habitantes de 4’000,000, es preciso concluir que la cifra de 11 Diputados en total habría sido suficiente para llenar los requisitos y requerimientos constitucionales.

El requisito exigido de conjuntar una votación de por lo menos el 3.5 % asegurará que la agrupación política que llegue a alcanzar un Diputado de partido aporte un criterio ciertamente respetable y que pasará en las deliberaciones del Congreso en forma conveniente para los intereses del Estado, Es obvio que nadie podrá sustraerse a la necesidad de considerar profundamente las razones, cualesquiera que fuera el origen de ellas, que procuren  fundar una solución de carácter legislativo, siempre que tales opiniones se encuadren perfectamente en los lineamientos de la Constitución General de la República. No hacerlo así, ameritaría su desecamiento, como por cierto tampoco serían atendibles las opiniones de la mayoría que implicaran una violación a nuestra Ley Suprema. La sabiduría de nuestro Legislador Constituyente ha colocado en manos del pueblo el remedio supremo para el control de la constitucionalidad de las leyes o actos de las autoridades: juicio de amparo.

Cabe advertir por otra parte que las normas del Artículo 115 Constitucional no obligan a ningún Estado a establecer forzosamente el sistema de representación proporcional en materia de elección de Diputados, ni tampoco una fórmula única de representación proporcional en materia de estructuración de los cabildos municipales. En el primer caso, es factible desde el punto de vista constitucional que en adición al principio de representación mayoritaria, se atribuyen a las organizaciones políticas diputados de partido. Y en cuanto a la estructura municipal, el Artículo 115 previene que se introducirá el principio de la representación proporcional en la elección de los Ayuntamientos de los municipios cuya población sea de 300,000 o más habitantes. En otras palabras, el mandato constitucional no previene un sistema de representación proporcional único en los ayuntamientos, y en cuanto a diputaciones, simplemente se estatuye el sistema de representante de minorías, que tanto puede ser de representación proporcional como de partido.

Una vez introducido, en la Constitución Política Local el principio de representación proporcional en cuanto a municipios, puede dejarse al mecanismo de la ley secundaria el establecimiento  de las fórmulas correspondientes, en razón de lo cual se estima que la iniciativa del Ejecutivo, en esta materia, es idónea.


La Comisión que suscribe no podría aceptar el principio único de la representación proporcional propuesto en alguna de las opiniones. La Constitución Federal no lo adoptó para los procesos electorales federales. Se estimó necesario, como ahora lo estimamos nosotros, preservar el principio de la decisión mayoritaria en el Congreso, No  hacerlo así, llevaría el riesgo de estructura una maquinaria del poder colocada en punto muerto, sin poder decisorio, con los perjuicios y malestares sociales que de ellos derivaría. Precisa, pues, colocar en la voluntad mayoritaria el poder decisorio, como también es necesario reconocer la innegable utilidad de que frente a la mayoría  se levanten voces razonables y atendibles que no discrepen, en sus aspiraciones, del contexto de la Constitución Federal.


Nada impediría, por cierto, que cualquier partido se erigiera en mayoría. Todo dependerá de la fortaleza y aceptación de sus principios.


La iniciativa de reforma al artículo 21 Constitucional no debe generar errores de interpretación como pareció haber ocurrido al oírse la consulta pública. Esta reforma tiende a establecer mayor claridad en lo que se refiere a aquellos casos en que las resoluciones del Congreso no deban ser objeto de la promulgación ni del veto del poder ejecutivo, y una de esas materias debe ser forzosamente la referente a la emisión del voto de la legislatura local cuando se trate de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los términos del artículo 135 de la Carta Magna. Esta precisión es necesaria y la Comisión apoya totalmente el criterio del Ejecutivo contenido en la iniciativa de reforma a este artículo constitucional.

En mérito de lo expuesto, y con apoyo además en los artículos 93 a 95 de la Ley Reglamentaria del Poder Legislativo, la Comisión que suscribe somete a la elevada consideración de ustedes, ciudadanos Diputados, el siguiente proyecto de


LEY QUE REFORMA Y ADICIONA LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO.
